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ARTICULO 4 – LEY 1-2012, OFICINA DE ETICA GUBERNAMENTAL 
 

CAPÍTULO IV - CÓDIGO DE  ÉTICA  PARA LOS SERVIDORES Y EX SERVIDORES 

PÚBLICOS DE LA RAMA EJECUTIVA; DISPOSICIONES APLICABLES A LOS 

SERVIDORES Y EX SERVIDORES PÚBLICOS DE LAS RAMAS JUDICIAL Y 

LEGISLATIVA 

 

Artículo 4.1 - Jurisdicción y alcance 

Este Código reglamenta la conducta de los servidores y ex servidores públicos de la Rama 

Ejecutiva. 

Artículo 4.2 - Prohibiciones éticas de carácter general 

(a)                Un servidor público no puede solicitar un beneficio para su agencia, directa o 

indirectamente, de una persona privada, negocio o entidad pública reglamentada o contratada por 

ésta, o que realiza actos conducentes a obtener un contrato.  

Solamente se podrá aceptar un beneficio para la agencia de una persona privada, negocio o 

entidad pública que no esté reglamentada o contratada por ésta, o que no realiza actos 

conducentes a obtener un contrato, siempre y cuando se cumpla con la reglamentación que se 

adopte para ese fin.  

(b)               Un servidor público no puede utilizar los deberes y las facultades de su cargo ni la 

propiedad o los fondos públicos para obtener, directa o indirectamente, para él o para una 

persona privada o negocio, cualquier beneficio que no esté permitido por ley. 

(c)                Un servidor público no puede aceptar o solicitar de una persona privada o negocio, 

directa o indirectamente, un beneficio como pago por realizar, acelerar, dilatar o dejar de hacer 

los deberes y las responsabilidades de su empleo. 

(d)               Un servidor público no puede aceptar o solicitar de una persona privada o negocio, 

directa o indirectamente, un beneficio para él o para una persona, negocio o entidad, a cambio de 

que los actos que lleve a cabo estén influenciados a favor de esa u otra persona privada o 

negocio.   

(e)                Un servidor público no puede asegurar o pretender que tiene la influencia en el ejercicio 

de las funciones de otro servidor público, a cambio de obtener o tratar de obtener un beneficio. 

(f)                 Un servidor público no puede revelar o usar información o un documento confidencial 

adquirido por razón de su empleo para obtener, directa o indirectamente, un beneficio para él o 

para una persona privada o negocio. 

(g)                Un servidor público no puede intervenir, directa o indirectamente, en cualquier asunto 

en el que él,  tenga un conflicto de intereses que resulte en la obtención de un beneficio para él 

.   Tampoco un servidor público puede intervenir directa o indirectamente, en cualquier asunto en 

el que un miembro de su unidad familiar, su pariente, su socio o una persona que comparta su 

residencia, tenga un conflicto de intereses que resulte en la obtención de un beneficio para 

cualquiera de ellos. 

Cuando se trate de una de las relaciones antes mencionadas, que haya terminado durante los dos 

años anteriores al nombramiento del servidor público, éste no podrá intervenir, directa o 
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indirectamente, en cualquier asunto relacionado con éstos hasta pasados dos (2) años desde su 

nombramiento.   

La prohibición permanece vigente mientras exista un vínculo de beneficio para el servidor 

público.  Una vez termine el vínculo de beneficio, el servidor público no puede intervenir, directa 

o indirectamente, en el referido asunto hasta pasados dos (2) años. 

(h)                La autoridad nominadora o un servidor público con facultad de decidir o de influenciar a 

la autoridad nominadora, no puede intervenir, directa o indirectamente, en el nombramiento, 

ascenso, remuneración o contratación de su pariente. Se entenderá que un servidor público tiene 

facultad para decidir o influenciar cuando una ley, reglamento, descripción de deberes o 

designación así lo disponga. Esta prohibición no aplica cuando, a discreción de la Dirección 

Ejecutiva, medien circunstancias excepcionales que hayan sido evaluadas con anterioridad a que 

la autoridad nominadora o el servidor público con facultad de decidir o de influenciar ejerzan 

dicha facultad.  

Tampoco aplica a un puesto de carrera cuando se cumpla con el principio de mérito; a las 

promociones, ascensos o transacciones de personal requeridas por ley; a las revisiones generales 

de un plan de clasificación; al recibo de los beneficios del programa de Sección 8; a las subastas 

públicas en las que concurran todos los requisitos establecidos por ley; a la participación en los 

programas de verano ni al recibo de servicios, préstamos, garantías o incentivos otorgados bajo 

los criterios de un programa estatal, federal o municipal. Todo ello siempre que, bajo las 

anteriores excepciones, se cumpla con las normas de aplicación general y que la autoridad 

nominadora o el servidor público con facultad de decidir o de influenciar no intervenga y lo 

certifique mediante una inhibición formal.   

(i)                  Un servidor público no puede utilizar, en los bienes muebles o inmuebles del Gobierno, 

cualquier símbolo, lema, imagen, fotografía, pin, logo, pegatina, calcomanía, rótulo, insignia, 

aplicación tecnológica, mensaje escrito u otro distintivo que identifique o promueva, directa o 

indirectamente, los intereses electorales de cualquier partido o candidato político. 

(j)                 Un servidor público no puede, mientras se encuentra en funciones de su trabajo, utilizar 

en su persona, su propiedad o en cualquier propiedad bajo su custodia algún símbolo, lema, 

imagen, fotografía, pin, logo, pegatina, calcomanía, rótulo, insignia, aplicación tecnológica, 

mensaje escrito u otro distintivo que identifique o promueva, directa o indirectamente, los 

intereses electorales de cualquier partido o candidato político.  

(k)               Un servidor público no puede, mientras se encuentra en funciones de su trabajo, dirigir o 

fomentar actividades que, directa o indirectamente, promuevan los intereses electorales de 

cualquier partido o candidato político. 

(l)                  Un servidor público no puede, mientras se encuentra en funciones de su trabajo, 

contribuir económicamente o emplear de su tiempo para realizar o participar en una actividad 

política.  

(m)              Un servidor público no puede, mientras se encuentra en funciones de su trabajo, exigir o 

solicitar a los demás servidores públicos, que hagan contribuciones económicas o que empleen 

de su tiempo para realizar o participar en una actividad política. 

(n)                Un servidor público no puede solicitar o aceptar, por sí o a través de una persona 

privada o negocio, un beneficio de un contratista o de una entidad reglamentada por su agencia, 

para una actividad política.  
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 (ñ)       Las disposiciones estipuladas en el Artículo 4.2, incisos (i), (j), (k), (l), (m) y (n), no son 

de aplicación a los servidores públicos de la Comisión Estatal de Elecciones.   

(o)               Un servidor público no puede usurpar un cargo o encomienda, para el que no ha sido 

nombrado o designado, ni ejercerlo sin poseer las debidas calificaciones.  

Un servidor público no puede ejercer obstinadamente las funciones de su cargo o encomienda, 

después de cumplido su término o de recibir una comunicación oficial que ordene la terminación 

o suspensión de sus funciones. 

(p)               Un servidor público no puede alterar, destruir, mutilar, remover u ocultar, en todo o en 

parte, la propiedad pública bajo su custodia. 

(q)               Un servidor público, autorizado por ley para expedir certificaciones y otros documentos, 

no puede expedir como verdadera una certificación o un documento que contenga declaraciones 

que le consten que son falsas.  

(r)                 Un servidor público no puede omitir  el cumplimiento de un deber impuesto por ley o 

reglamento, si con ello ocasiona la pérdida de fondos públicos o produce daño a la propiedad 

pública.  

(s)                Un servidor público no puede llevar a cabo una acción que ponga en duda la 

imparcialidad e integridad de la función gubernamental. 

Artículo 4.3 - Prohibiciones relacionadas con otros empleos, contratos o  negocios 

(a)                Un servidor público no puede aceptar  o mantener un empleo o relaciones contractuales 

o de negocio, o responsabilidades adicionales a las de su empleo o cargo público, ya sea en el 

Gobierno o en la esfera privada que, aunque legalmente permitidos, tenga el efecto de 

menoscabar su independencia de criterio en el desempeño de sus funciones oficiales. 

(b)               Un servidor público no puede aceptar o mantener un empleo o relaciones contractuales 

de las que derive una ventaja indebida con una persona privada o negocio que esté reglamentado 

por, o que tiene relaciones contractuales, comerciales o financieras con la agencia para la que 

trabaja, cuando el servidor público tenga facultad para decidir o influenciar las acciones oficiales 

de la agencia que tengan relación con dicha persona privada o negocio.   

(c)                Un servidor público, que está autorizado para contratar o que está facultado para aprobar 

o recomendar el otorgamiento de un contrato en nombre de la agencia para la cual trabaja, no 

puede intervenir o participar en el perfeccionamiento de un contrato con una persona privada o 

negocio en el que él, un miembro de su unidad familiar, su pariente, su socio o una persona que 

comparte su residencia tenga o haya tenido, directa o indirectamente, un interés pecuniario 

durante los últimos dos (2) años anteriores a su nombramiento. 

Cuando se trate de una de las relaciones antes mencionadas, que haya terminado durante los dos 

años anteriores al nombramiento del servidor público, éste no podrá intervenir o participar en el 

perfeccionamiento del contrato hasta pasados dos (2) años desde su nombramiento. 

La prohibición permanece vigente mientras exista un vínculo de beneficio para el servidor 

público.  Una vez haya terminado el vínculo de beneficio, el servidor público no puede intervenir 

o participar en el referido contrato hasta pasados dos (2) años. 

(d)               La autoridad nominadora no puede llevar a cabo un contrato en el que un servidor 

público de la agencia o un miembro de la unidad familiar, un pariente, un socio o una persona 
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que comparta la residencia de este último tenga o haya tenido, directa o indirectamente, un 

interés pecuniario durante los últimos dos (2) años anteriores a su nombramiento.  Esta 

prohibición no aplica cuando, a discreción de la Dirección Ejecutiva, medien circunstancias 

excepcionales que hayan sido evaluadas con anterioridad a que la autoridad nominadora contrate 

con el servidor público o con un miembro de la unidad familiar, un pariente, un socio o una 

persona que comparta la residencia de este último.  

Tampoco aplica al recibo de los beneficios del programa de Sección 8; a los contratos otorgados 

con el Departamento de Hacienda para operar terminales de lotería electrónica; a los contratos 

celebrados para la adquisición de derechos sobre la propiedad literaria o la artística, o sobre las 

patentes de invención; a las subastas públicas en las que concurran todos los requisitos 

establecidos por ley; a la participación en los programas de verano ni al recibo de servicios, 

préstamos, garantías o incentivos otorgados bajo los criterios de un programa estatal, federal o 

municipal.  Todo ello siempre que, bajo las anteriores excepciones, se cumpla con las normas de 

elegibilidad de aplicación general.   

(e)                Un servidor público no puede aprobar o autorizar un contrato con una persona privada o 

negocio, a sabiendas de que éste representa casos o asuntos que involucran un conflicto de 

intereses entre la agencia contratante y los intereses particulares que representa esa persona 

privada o negocio.  Con ese fin, se incluirá una cláusula en el contrato, en la que dicha persona 

privada o negocio certifica que no está involucrada en un conflicto de intereses. 

Artículo 4.4 - Prohibiciones relacionadas con la representación de intereses privados 

conflictivos con las funciones oficiales 

(a)                Un servidor público no puede representar, directa o indirectamente, a una persona 

privada o negocio, con relación a una acción oficial, si él, un miembro de su unidad familiar, su 

pariente, su socio o una persona que comparte su residencia ha participado, participará o 

probablemente participe en la disposición de esa acción oficial.  Esta prohibición no es de 

aplicación cuando la participación del servidor público sea requerida por ley. 

(b)               Un servidor público no puede representar a una persona privada o negocio ante una 

agencia, con relación a cualquier acción oficial, en la que la autoridad nominadora sea su 

pariente, un miembro de su unidad familiar, su socio o una persona que comparte su residencia. 

(c)                Un servidor público no puede, en su carácter privado, representar o asesorar, directa o 

indirectamente, a una persona privada o negocio ante cualquier agencia, en casos o asuntos que 

involucren un conflicto de intereses o de política pública entre el Gobierno y los intereses de esa 

persona privada o negocio. 

(d)               Un servidor público, a jornada completa, no puede, durante sus horas laborables, 

representar, asesorar o servir como perito a una persona privada o negocio en litigios, audiencias 

públicas o en cualquier caso o asunto ante un tribunal de justicia, ante un organismo cuasi 

judicial o ante una agencia.   

Artículo 4.5 - Deber de informar sobre situaciones de posibles acciones anti éticas o de 

conflicto de intereses 

Todo servidor público que tenga que tomar alguna acción oficial contraria a las prohibiciones 

establecidas en los Artículos 4.2, 4.3 y 4.4 de esta Ley tiene que informar de la situación a la 

Oficina, antes de tomar la acción.  En su declaración, el servidor público puede pedir que se le 
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releve de intervenir en el asunto o de participar en las deliberaciones de la agencia que estén 

relacionadas con la acción oficial.  

El servidor público le entregará a la autoridad nominadora de su agencia una copia de la 

declaración que presente en la Oficina. 

Una vez evaluada la situación, la Oficina le notificará al servidor público y a la autoridad 

nominadora que no existe un conflicto de intereses, o que, de existir, tiene disponible el 

mecanismo de inhibición.  

Artículo 4.6 - Restricciones para las actuaciones de los ex servidores públicos 

(a)                Un ex servidor público no puede ofrecer información, intervenir, cooperar, asesorar en 

forma alguna o representar en cualquier capacidad, directa o indirectamente, a una persona 

privada, negocio o entidad pública, sobre aquellas acciones oficiales o asuntos en los que 

intervino  mientras trabajó como servidor público.   

(b)               Un ex servidor público no puede, durante los dos (2) años siguientes a la fecha de 

terminación de su empleo gubernamental, ofrecer información, intervenir, cooperar, asesorar en 

forma alguna o representar, directa o indirectamente, a una persona privada, negocio o entidad 

pública, ante la agencia para la que laboró. 

(c)                Un ex servidor público no puede, durante el año siguiente a la fecha de terminación de 

su empleo gubernamental, ocupar un cargo, tener interés pecuniario o contratar, directa o 

indirectamente, con una agencia, persona privada o negocio, sobre el que haya ejercido una 

acción oficial durante el año anterior a la terminación de su empleo.  Se excluye de la 

aplicabilidad de esta prohibición a los contratos intergubernamentales. 

Esta prohibición no es de aplicación al ex servidor público al que le interesa regresar al sector no 

gubernamental especializado del cual provino, siempre y cuando sus acciones oficiales no 

hubieran favorecido preferentemente a la entidad en la que se propone ocupar un cargo, tener 

interés pecuniario o contratar.  Para que opere esta excepción, la Dirección Ejecutiva evaluará la 

situación con anterioridad a la ocupación del cargo, a la tenencia de un interés pecuniario o al 

otorgamiento de un contrato. 

(d)               La autoridad nominadora no puede llevar a cabo un contrato por servicios profesionales, 

con o para el beneficio de un ex servidor público de su agencia, hasta tanto hayan  transcurrido 

dos años  desde la fecha de terminación de su empleo. 

Esta prohibición no es de aplicación a los contratos para la prestación de servicios ad 

honorem.  Tampoco aplica cuando, a discreción de la Dirección Ejecutiva, medien circunstancias 

excepcionales que hayan sido evaluadas con anterioridad al otorgamiento del contrato.   

Cuando medien circunstancias excepcionales y la Dirección Ejecutiva autorice la contratación 

dentro de los dos años  del ex servidor público haber terminado su empleo, el contrato por 

servicios profesionales no puede establecer,  una compensación mayor de la que se recibía por 

las mismas funciones, cuando se desempeñaba como servidor público.  

(e)                Ningún ex servidor público podrá utilizar información confidencial o privilegiada 

adquirida en el ejercicio de su cargo para enriquecer su patrimonio o el de un tercero.  Se 

entiende que ha habido enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se haya incrementado con 

dinero o bienes, sino también cuando se haya cancelado o extinguido obligaciones que lo 

afectaban. 
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Artículo 4.7 - Sanciones y penalidades 

(a)        Acción penal 

1.         Toda persona que viole intencionalmente las prohibiciones y disposiciones establecidas 

en los incisos (b), (c), (d), (e), (f), (m), (n), (o), (p) y (q) del Artículo 4.2 será culpable de delito 

grave con pena de reclusión por un término fijo de cuatro (4) años y con pena de restitución el 

inciso (b); con pena de reclusión por un término fijo de ocho (8) años y multa de diez mil 

(10,000) dólares el inciso (c); con pena de reclusión por un término fijo de diez (10) años y multa 

de diez mil (10,000) dólares el inciso (d); con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) 

años y multa de cinco mil (5,000) dólares los incisos (e), (f), (m), (n), (o), (p) y (q).  Además, 

sobre los incisos (o), (p) y (q) el Tribunal podrá imponer las penas de servicios comunitarios, de 

suspensión o de revocación de licencia, permiso o autorización. 

Los incisos (b), (c), (d), (e), (f), (m) y (n) del Artículo 4.2 de esta Ley no tendrán disponible el 

beneficio de sentencia suspendida. 

2.         Toda persona que viole intencionalmente las prohibiciones y disposiciones establecidas 

en los incisos (b) y (c) del Artículo 4.3 será culpable de delito grave con pena de reclusión por un 

término fijo de tres (3) años y multa de cinco mil (5,000) dólares.  El tribunal podrá, además, 

imponer las penas de servicios comunitarios, de suspensión o de revocación de licencia, permiso 

o autorización. 

3.         La persona así convicta quedará inhabilitada para desempeñar cualquier cargo o empleo 

público, sujeto a lo dispuesto en la Sección 6.8 de la Ley 184-2004, según enmendada, conocida 

como “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico”. 

4.         Los delitos establecidos en este Capítulo no prescriben. 

 (b)       Acción civil 

1.         La Oficina tiene la facultad para solicitar del Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan, que expida un interdicto que impida cualquier violación de este Capítulo, y para que 

interponga las acciones que procedan para cobrar las sanciones administrativas que se impongan 

a favor del Estado. 

2.         La Oficina puede acudir al Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, para solicitar 

que se impida, suspenda o paralice la ejecución de cualquier acción oficial que constituya una 

violación a las prohibiciones que establece este Capítulo. 

3.         Quien obtenga un beneficio económico como resultado de la violación de este Capítulo 

está obligado a pagar al Estado, como sanción por su incumplimiento, una suma equivalente a 

tres veces el valor del beneficio económico recibido. 

(c)        Acción administrativa 

Toda persona que viole las prohibiciones y disposiciones establecidas en este Capítulo y en los 

reglamentos, en las órdenes o en las normas promulgadas a su amparo puede ser castigada por la 

Dirección Ejecutiva con multa administrativa, que no excederá de veinte mil (20,000) dólares 

por cada violación.  Lo anterior no limita la facultad de la Dirección Ejecutiva de imponer, 

además de la multa administrativa, la sanción de triple daño. 
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La Dirección Ejecutiva puede imponer por la violación de cualquiera de las disposiciones de este 

Capítulo, en los casos que apliquen, las siguientes medidas administrativas: 

1.         Declarar nulo cualquier contrato o nombramiento que haya sido otorgado en 

contravención a lo dispuesto en el inciso (h) del Artículo 4.2 y en el inciso (d) del Artículo 

4.6.  Cuando se declare la nulidad del contrato o del nombramiento, la autoridad nominadora 

concernida restituirá de su peculio todo ingreso y beneficio percibido en tal puesto o contrato;  

2.         ordenar la restitución;  

3.         ordenar a la agencia concernida que efectúe un descuento de la nómina del servidor 

público infractor, hasta completar el pago de la multa impuesta, de conformidad con lo dispuesto 

en el Artículo 2.3(Q) de esta Ley; 

4.         tomar en consideración la reincidencia para efectos de la imposición de la multa o para 

las sanciones dispuestas en el Artículo 4.7 (d) de esta Ley. 

El servidor o ex servidor público afectado por cualquiera de estas medidas o acciones 

administrativas tendrá derecho a presentar una solicitud de revisión, de conformidad con lo 

dispuesto en el Artículo 4.2 de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 

conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme”. 

(d)        Otras sanciones 

La violación de cualquiera de las disposiciones de este Capítulo puede ser castigada, en los casos 

aplicables, con cualquiera de las siguientes acciones impuestas por la autoridad nominadora: 

a.                   amonestación escrita 

b.                  suspensión sumaria de empleo 

c.                   suspensión de empleo y sueldo 

d.                  destitución o despido 

(e)        Acción judicial por incumplimiento de sanciones administrativas o civiles 

A quien incumpla con alguna multa o sanción administrativa final y firme o con alguna sanción 

civil final y firme, los tribunales de justicia le pueden imponer intereses al diez por ciento o al 

interés legal prevaleciente, si éste resultare mayor, sobre el monto adeudado; así como el pago de 

honorarios de abogado a favor del Gobierno.  Los intereses comenzarán a acumularse desde que 

la sanción advenga final y firme.   

Artículo 4.8.- Normas de conducta aplicables a los servidores y ex servidores públicos de la 

Rama Judicial y la Rama Legislativa 

            La conducta de los  servidores y ex servidores públicos de la Rama Judicial y la Rama 

Legislativa se regirá por las disposiciones de las leyes vigentes aplicables a cada una de dichas 

Ramas de Gobierno y por la reglamentación que éstas adopten.  

 


